
N° 20: Protocolo de difamación a través de redes sociales.
Introducción

Según la Fundación para la Convivencia Digital (2019), una funa (en mapudungun sinónimo de “podrido”)

corresponde a un acto público de agravio o acusación, contra una o más personas, para dar a conocer una

situación percibida como reprochable o alertar a más personas.

Hoy en día es habitual encontrarse con publicaciones en redes sociales (tales como Twitter, Facebook o

Instagram) de alguien que da a conocer una presunta injusticia, un acto de violencia o acoso, exponiendo

al culpable y poniendo en alerta a otros.

Éstas, son un arma de doble filo, ya que pueden traer como consecuencia daños a la honra, exposición de

la vida privada o demandas por calumnias e injurias.

Para los Tribunales de Justicia, las denominadas “funas” representan actos de autotutela que vulneran el

derecho a la honra de la persona, el respeto y protección a la vida privada, y a no ser juzgado por

comisiones especiales, todas garantías establecidas en la Constitución. En este sentido, podemos explicar

la autotutela como un tipo de autodefensa, en virtud de la cual cualquiera de los sujetos en conflicto

pretenda resolver sus diferencias por sus propias manos, lo que contraviene los principios de la

convivencia escolar, derechos fundamentales, siendo a todas luces una forma primitiva, injusta y

vulneratoria de poner término a un conflicto, no pudiendo calificarse en ningún caso como el ejercicio

legítimo de un derecho.

Como establecimiento educacional, es importante educar en el buen uso de las redes sociales explicando

las consecuencias legales, formativas y morales que una “funa” implica, y considerar este tipo de

situaciones como parte del reglamento interno del escuela, liceo o colegio.

Protocolo de acción

Etapa Descripción Responsable

Identificación de
la situación

a. Cualquier miembro de la comunidad educativa que tome
conocimiento de una denuncia en redes sociales que involucre
a alguno de sus integrantes debe informar a la brevedad
posible al director del establecimiento. Esta comunicación
puede ser por la vía que se estime pertinente velando por la
mayor celeridad (ej. Llamado telefónico o vía WhatsApp). Lo
anterior como plazo máximo dentro de las 24 horas desde que
se toma conocimiento.

b. Dada la repercusión mediática y eventual riesgo a la integridad,
el director debe informar a la Representante Legal de la
Fundación fin recibir orientación según cada caso. Esta
comunicación puede ser por la vía que se estime pertinente
velando por la mayor celeridad (ej. Llamado telefónico o vía
WhatsApp). Sin perjuicio, del posterior envío del correo
electrónico y/u oficio dando cuenta del hecho. Lo anterior como
plazo máximo dentro de las 24 horas desde que se toma
conocimiento.

Cualquier miembro
de la comunidad
educativa.
Director.

Activación de
protocolos y
comunicación

a. Según sea la naturaleza de la denuncia planteada (violencia
escolar, hechos de connotación sexual, porte y consumo de
drogas, porte de armas, etc.), se deberá activar el protocolo de

Encargada de
Convivencias

185



con involucrados actuación correspondiente, considerando los siguientes
escenarios posibles:

En caso que el autor de la publicación se identifique:
● Se deberá citar a la persona a la dirección del establecimiento

para que se responsabilice de las declaraciones planteadas
bajo firma e iniciar las medidas establecidas en el protocolo (48
horas).

● Si este primer paso esté previamente cumplido, el director debe
citar al denunciante con el fin de recordar la importancia del
respeto al conducto regular y los plazos establecidos en el
protocolo respectivo.

● Además, de aplicar las medidas disciplinarias y/o formativas
establecidas en el Reglamento Interno. Esta instancia debe
quedar registrada por escrito.

En caso que la denuncia sea anónima o a través de perfil de redes
sociales que no pueda ser identificado con algún integrante de la
comunidad educativa:

● Se deberá activar el protocolo de actuación correspondiente
implementando las medidas posibles con la información
disponible. Esto implica realizar la denuncia cuando
corresponda según el artículo 175 del Código Procesal Penal123.

b. En ambos escenarios, se insta a emitir un comunicado a la
comunidad educativa mediante las redes sociales del
establecimiento indicando las medidas establecidas en el
protocolo respectivo (48 horas) y siempre resguardando la
identidad de los involucrados. Según la naturaleza del caso, se
orienta a indicar en el comunicado que se emita lo siguiente:

Existe la posibilidad de que las acusaciones sean desestimadas al
finalizar la investigación, por lo cual NO se debe considerar al o los
acusados como culpables hasta que la Justicia dicte sentencia en su
contra. (Artículo 04 del Código Procesal Penal).

c. En caso de que el establecimiento recabe información
relevante, se sugiere sea entregada a el o los afectados por el
director en un plazo de 24 horas a fin de que se pueda iniciar
las acciones legales que se estimen pertinentes. En la
actualidad, los Tribunales de Justicia acogen los recursos de
protección por difamación en redes sociales, ordenando la
eliminación de las publicaciones y abstenerse de realizar
publicaciones de la misma índole en lo sucesivo.

Escolar
Dirección.

Medidas
pedagógicas

a. Junto a las medidas anteriormente señaladas, se deberá
priorizar el abordaje de la “ciudadanía digital” para toda la
comunidad educativa en el marco del Plan de Gestión de
Convivencia Escolar, la cual se define como:

Es el conjunto de conocimientos, habilidades y actitudes fundamentales
para que niños, niñas, jóvenes y adultos se desenvuelvan en una
sociedad democrática a través del uso de las Tecnologías de
Información y Comunicación, de manera responsable, informada,

Encargada de
Convivencias
Escolar
Dirección.

123 Denuncia obligatoria. Estarán obligados a denunciar:
e) Los directores, inspectores y profesores de establecimientos educacionales de todo nivel, los delitos que afectaren a los alumnos o que hubieren
tenido lugar en el establecimiento.
La denuncia realizada por alguno de los obligados en este artículo eximirá al resto, y
f) Los jefes de establecimientos de salud, públicos o privados, y los sostenedores y directores de establecimientos educacionales, públicos o
privados, respecto de los delitos perpetrados contra los profesionales y funcionarios de dichos establecimientos al interior de sus dependencias o
mientras éstos se encontraren en el ejercicio de sus funciones o en razón, con motivo u ocasión de ellas. La misma obligación tendrán los
directores de los Servicios Locales de Educación respecto de estos delitos, cuando ocurran en los establecimientos educacionales que formen
parte del territorio de su competencia.
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segura, ética, libre y participativa, ejerciendo y reconociendo sus
derechos digitales y comprendiendo el impacto de éstas en su vida
personal y su entorno.
La noción de ciudadanía digital implica una mirada integradora que
abarque tanto la seguridad y riesgos asociados al mal uso o exposición
a peligros del entorno virtual, como las oportunidades y potencialidades
que ofrecen las TIC (tecnologías de la información y comunicación)
para la formación de competencias ciudadanas que fortalezcan la
democracia.
MINEDUC, 2018.

b. Este contenido también es posible de ser abordado en el marco
la implementación del curriculum nacional. Esto de preferencia
en los espacios de Consejo de Curso, la asignatura de
Orientación u otra con objetivos de aprendizaje a fines.

c. De igual manera, se deberán reforzar las medidas preventivas
según sea la temática presentada en la denuncia (violencia
escolar, hechos de connotación sexual, porte y consumo de
drogas, porte de armas, etc.) con los distintos estamentos de la
comunidad.

Monitoreo y
cierre

a. Para la implementación y generación de medios de verificación
de las medidas anteriormente señaladas se cuenta con un
plazo máximo de 3 meses, lo cual será responsabilidad del
Encargado de Convivencia Escolar.

b. Al finalizar se emitirá un informe que dé cuenta del cierre del
proceso.

Encargada de
Convivencia
Escolar
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